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APELACIÓN 
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Sobre: 
PROCEDIMIENTO 
SUMARIO DE 
RECLAMACIÓN 
LABORAL (SALARIO 
DEJADO DE 
DEVENGAR); 
REPRESALIAS 
 

Panel integrado por su presidenta la Juez Coll Martí, el Juez Ramos 
Torres y la Juez Rivera Marchand 
 
Coll Martí, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 24 de enero de 2020. 

Comparece el apelante Sr. Jesús Omar Linares López y 

solicita la revocación de una Sentencia dictada y archivada el 13 de 

agosto de 2019, en la que el foro apelado declaró No Ha Lugar la 

demanda presentada por el apelante. 

La demanda fue presentada el 9 de diciembre de 2015 bajo el 

procedimiento sumario de la Ley 2 del 17 de octubre de 1961 y en 

ella se alegaban represalias en el empleo, salarios dejados de 

devengar y discrimen. 

El 29 de agosto el apelante solicitó reconsideración que fue 

declarada No Ha Lugar el 25 de septiembre del mismo año. 

El 28 de octubre de 2019 presentó ante este foro el recurso 

apelativo que nos ocupa. 
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Por las razones que expondremos, se desestima este recurso 

por falta de jurisdicción. 

I 

La parte apelada, mediante solicitud de Desestimación 

presentada el 7 de noviembre de 2019, nos planteó que el recurso 

se presentó expirado el término de diez días que concede la Ley 

Núm. 133 del 6 de agosto de 2014, que enmendó la Ley Núm. 2 de 

17 de octubre de 1961, la que establece el procedimiento sumario 

para el trámite de reclamaciones laborales. 

Aduce la apelada que el trámite del caso, a diferencia de lo 

que alega la apelante, continúa siendo el trámite sumario por que 

nunca fue convertido al trámite ordinario por el tribunal primario. 

Por su parte, la parte apelante asevera que, a solicitud de la 

parte apelada, durante la vista de conferencia con antelación al 

juicio llevada a cabo el 21 de mayo de 2019, el tribunal de primera 

instancia convirtió el pleito en uno ordinario. 

En el ánimo de auscultar nuestra jurisdicción previo a entrar 

en los méritos del recurso, el 22 de noviembre de 2019 concedimos 

un término a la parte apelante hasta el 3 de diciembre de 2019 para 

que evidenciara que efectivamente el procedimiento se convirtió en 

uno ordinario por el tribunal sentenciador. A su vez, extendimos a la 

parte apelada el término para presentar su alegato hasta el 19 de 

diciembre de 2019. 

Así las cosas, el 2 de diciembre la apelante solicitó prórroga, 

además de solicitar que ordenáramos la regrabación de la vista de 

conferencia con antelación al juicio y que la prórroga fuese una no 

menor de (20) veinte días contados a partir de la entrega de la 

regrabación. 
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En su lugar, optamos por solicitar la grabación de la vista de 

conferencia con antelación al juicio (“pre-trial”), en el sistema For the 

Record, y escuchar directamente lo que allí aconteció. 

Escuchada la vista del 21 de mayo de 2019, supimos por voz 

de la Jueza Ladi Buono De Jesús que ella adquirió el caso luego de 

varios años de litigio y de un largo descubrimiento de prueba. En el 

momento en que uno de los abogados mencionó que el caso se 

tramitaba bajo la Ley 2, la Jueza, riendo, pronunció estas palabras: 

“¿Ley 2? ¿Cómo? A esto se le fue lo de sumario 
desde el inicio. Aquí hubo todo tipo de 
descubrimiento de prueba, “cuchumil” deposiciones. 
Es que esto no es sumario, no lo es, las mismas 
partes lo convirtieron. De sumario no tiene nada. 
Ahora no van a pretender que yo… (riéndose)” 

 
No obstante, mientras esto decía, la Jueza examinaba el 

expediente del caso, y finalmente pronunció: 

“No, aquí no hay absolutamente nada de 
convertirlo de sumario a ordinario…” 

 
Examinados tanto la grabación de la vista del 21 de mayo de 

2019, como el expediente del caso, no pudimos encontrar ninguna 

determinación por virtud de la cual el tribunal de primera instancia 

convirtiera el procedimiento a uno ordinario.  

Dicha vista concluyó sin determinación alguna en cuanto a 

convertir el procedimiento a uno de carácter ordinario, y no hubo 

expresiones posteriores del tribunal a ese respecto. 

II 

La Ley 133 del 6 de agosto de 2014 enmendó la Ley 2 de 17 

de octubre de 1961, y en su Sección 9, lee así: 

Cualquiera de las partes que se considere 
perjudicada por la sentencia emitida por el Tribunal 
de Primera Instancia podrá interponer recurso de 
apelación ante el Tribunal de Apelaciones, en el 
término jurisdiccional de diez (10) días, 
computados a partir de la notificación de la sentencia 
del Tribunal de Primera Instancia.  
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Po otro lado, recientemente, el Tribunal Supremo se expresó 

en cuanto a este asunto de la conversión de un pleito sumario. En 

Ruiz Camilo v. Trafon Group, Inc., 200 DPR 254 (2018), el más alto 

foro expresó:  

Una vez se presenta una querella en virtud del 
procedimiento sumario de la Ley 2, el tribunal tiene la 
discreción para decidir si la querella debe seguir el 
trámite sumario o si debe continuar por la vía 
ordinaria. Esto significa que mientras el foro de 
instancia no emita una decisión relativa a que el 
caso debe continuar por la vía ordinaria, se debe 
entender que el caso sigue el procedimiento 
sumario. Vale mencionar que en el presente caso, 
el tribunal de instancia no dispuso que la querella 
se atendiera por la vía ordinaria. 

 

Por último, es norma reiterada que los tribunales deben ser 

celosos guardianes de su jurisdicción y están obligados a considerar 

dicho asunto aún en ausencia de señalamiento a esos efectos por 

las partes, esto es, motu proprio. S.L.G. Solá-Moreno v. Bengoa 

Becerra, 182 DPR 675, (2011), S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. 

Castillo, 169 DPR 873, 882 (2007) Juliá v. Vidal, S.E., 153 DPR 357, 

362 (2001).  Nuestro Tribunal Supremo ha expresado que “[l]as 

cuestiones de jurisdicción, por ser privilegiadas, deben ser resueltas 

con preferencia.  De carecer de jurisdicción, lo único que puede 

hacer un tribunal es así declararlo y desestimar el caso.” Freire v. 

Vista Rent, 169 DPR 418, 433 (2006), Souffront v. A.A.A., 164 DPR 

663, 674 (2005), Autoridad sobre Hogares v. Sagastivelza, 71 DPR 

436, 439 (1950). Lo anterior está basado en la premisa de que si un 

tribunal dicta sentencia sin tener jurisdicción, su decreto será 

jurídicamente inexistente o ultra vires. Maldonado v. Junta de 

Planificación, 171 DPR 46 (2007).   

Un recurso tardío adolece del grave e insubsanable defecto 

de falta de jurisdicción, por lo que, de cumplirse esta instancia, el 

mismo debe ser desestimado.  Moreno González v. Coop. Ahorro 
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Añasco, 177 DPR 854 (2010); Juliá, et al. v. Vidal, S.E., supra.  Así 

pues, su presentación carece de eficacia y no produce efecto 

jurídico alguno, dado a que no existe autoridad judicial para 

acogerlo.  Empress Hotel, Inc. v. Acosta, 150 DPR 208 (2000).   

III 

Examinado el caso ante nuestra consideración, concluimos 

que el recurrente presentó tardíamente el recurso que nos ocupa, 

posterior a los diez (10) días que provee la Ley 133, Sección 9, 

supra, para acudir a este foro.  

Dicha inobservancia nos priva de autoridad para entrar en los 

méritos de este recurso. 

IV 

Por los fundamentos discutidos, desestimamos este recurso 

por falta de jurisdicción.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 
 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


